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En el diseño del Programa de Desarrollo y Empresarización Indígena de Chile se tomaron en cuenta varias lecciones aprendidas de experiencias internacionales de apoyo a los emprendimientos y desarrollo económico de comunidades indígenas. Aunque existen muchos programas de este tipo a nivel mundial, para el diseño del presente programa los principales casos considerados, por ser los más relevantes para esta operación, fueron los de Nueva Zelanda, Australia, Canadá y Alaska. 
1. Nueva Zelanda: el caso del Maori Development Corporation
El Maori Development Corporation (MDC) fue uno de los casos de éxito más reconocidos en apoyo a los emprendimientos y desarrollo económico indígena[footnoteRef:1]. El MDC se constituyó como un arreglo institucional para financiar tanto el desarrollo de las tierras y recursos naturales donde se asientan las comunidades maoríes como la empresarialidad de dichas comunidades, combinando tanto crédito como asistencia técnica no reembolsable para la pre-inversión con el fin de habilitar negocios indígenas.  [1:  Ver: http://www.justice.govt.nz/tribunals/waitangi-tribunal/Reports/wai0350
] 

Mucho del desarrollo básico del programa de Chile se ha realizado sobre la base de este modelo neozelandés, cuyos orígenes se remontan a la firma del Tratado de Waitangi entre la Corona Británica y las comunidades maoríes en 1840, que reconoció el principio de crear un futuro próspero para dos comunidades (neozelandeses maoríes y no maoríes), bajo una misma nación. Si bien durante muchas décadas los principios de dicho tratado fueron incumplidos por el estado neozelandés, en 1975 se formó el Tribunal Waitangi, en medio de un ambiente de fuertes protestas y conflictividad con la comunidad maorí debido al largo incumplimiento de las obligaciones del Tratado. A través del establecimiento de dicho tribunal, el Parlamento de Nueva Zelanda propició una instancia institucional con un proceso legal formal para investigar y en algunos casos resolver las reclamaciones por incumplimiento del Tratado maorí. Dicho tribunal es hoy parte del sistema legal de Nueva Zelanda y comprende una serie de cortes generales y especializadas, tribunales para la investigación de disputas, y varias instancias temporales para investigar reclamos específicos, con procedimientos bastante más flexibles y menos confrontacionales que los de los tribunales regulares. Si bien en temas estrictamente legales el Tribunal Waitangi en general no tiene la última palabra (ya que mayormente investiga los hechos y da recomendaciones, dejando las decisiones finales en las Cortes regulares), sí la tiene para determinar el efecto y significado del Tratado Waitangi, conforme a la Ley de 1975. Gracias al funcionamiento de dicho Tribunal, existe un mecanismo legal para reconocer los derechos de las comunidades maoríes, y las violaciones a dichos derechos ocurridos desde la firma del Tratado de 1840, recomendando compensaciones y resarcimientos para corregir dichos problemas o remover los daños y perjuicios que se establezcan. Dichas recomendaciones, que deben ser de naturaleza práctica, se incluyen en un reporte que se hace público y se envía formalmente al Ministerio de Asuntos Maoríes para su análisis y eventual acción. 
En el contexto anteriormente descrito, particularmente en las décadas de 1970 y 1980, se consolidó un fuerte movimiento en favor del cambio, influenciado por una honda preocupación en la sociedad neozelandesa por la creciente brecha de ingresos y bienestar entre maoríes y no maoríes. La necesidad de impulsar un desarrollo acelerado para mejorar la situación económica de los maoríes se convirtió en un asunto urgente de resolver. En este contexto, en una conferencia sobre asuntos económicos maoríes convocada en 1984 se propuso la creación de un Banco de Desarrollo Maorí, estableciéndose una Comisión de Desarrollo Maorí que en 1986 propuso la creación de dicho banco, incorporando las actividades del Fondo Maorí y de los fondos de desarrollo territorial maoríes, con apoyo adicional del gobierno neozelandés. En 1987 dicha institución fue creada bajo la forma de la Corporación de Desarrollo Maorí (Maori Development Corporation – MDC), con recursos del gobierno, el Fondo Maorí, inversionistas privados y la Corporación Financiera de Desarrollo de Nueva Zelanda. 
Desde sus inicios, la MDC tenía claramente entre sus objetivos: (i) ser un ente totalmente comercial, enfocado en la promoción del desarrollo económico maorí sostenible y no subsidiado; (ii) prestar a tasas de interés comerciales y realizar inversiones directas en proyectos de negocios maoríes que sean comercialmente viables; y (iii) proporcionar servicios de apoyo al desarrollo y de banca de inversión apropiados. Así, la finalidad de la MDC era y continúa siendo el proporcionar recursos financieros para el desarrollo y crecimiento de negocios y activos maoríes, así como mejorar las capacidades financieras y de negocios de la población maorí. Para ello, se proporcionan tanto recursos financieros como de asesoría técnica, buscando proporcionar rendimientos superiores a sus clientes y ganarse el respeto y la confianza de las empresas maoríes y de toda la comunidad de negocios maorí. Su éxito dependería de su capacidad para “añadir valor” a los productos financieros enfocados a su población objetivo, asegurando de esta forma el crecimiento de los negocios maoríes. Es importante anotar que la MDC no nació como una institución de apoyo a micro y pequeñas empresas. La idea era que los préstamos e inversiones de capital sean de por lo menos $100,000, es decir, para proyectos de una cierta envergadura mínima.
La MDC proporcionó una variedad de servicios financieros a las comunidades maoríes, incluyendo préstamos a plazo, financiamiento de capital de trabajo, créditos-puente, financiamiento estacional, financiamiento de planta y equipo, fondeo en actividades de riesgo compartido e inversiones. Aunque al comienzo tuvo un auspicioso arranque, al cabo de unos pocos años de operación tuvo ciertos problemas operativos y tuvo que descontar parte de su portafolio de créditos. Luego de un análisis exhaustivo de las causas que llevaron a esta situación, decidió reenfocar sus actividades para concentrarse menos en los préstamos directos y más en reestructuración financiera, empaquetamiento financiero e inversiones en capital, con el fin de facilitar inversiones maoríes en proyectos que sean adecuadamente rentables para la MDC y los inversionistas maoríes. Estos cambios permitieron que la MDC volviera a ser rentable y expandiera notablemente su cartera, convirtiéndose en una entidad financiera especializada para identificar oportunidades de inversión y promoverlas a potenciales inversionistas maoríes; inversiones de capital en proyectos, junto con otros inversionistas maoríes; servicios de asesoría; préstamos de corto y mediano plazo cuando exista una ventaja estratégica; y asistencia en el manejo de caja a clientes maoríes en una relación de agente/principal.
Además de la creación de la MDC, en 1988 el gobierno neozelandés decidió establecer, en paralelo, un fideicomiso llamado el Poutama Trust (PT), con el fin de proveer un componente de financiamiento no reembolsable para promover su objetivo de posibilitar un mayor número de emprendimientos maoríes.[footnoteRef:2] Los principios y propósitos del PT son: (i) apoyar y llevar a cabo investigaciones y evaluaciones de proyectos comerciales para completar la documentación de dichos proyectos y posibilitar que sean sujeto de apoyo por parte de la MDC; (ii) apoyo en la formulación de solicitudes de asistencia financiera a ser remitidas a la MDC; (iii) gerenciar y supervisar proyectos comerciales que han recibido o están por recibir asistencia financiera de la MDC; (iv) proporcionar asistencia de investigación, gerenciamiento y supervisión a proyectos comerciales financiados por instituciones distintas a la MDC; (v) desarrollar y apoyar el estudio, adquisición y diseminación de conocimiento e información entre los maoríes involucrados en los proyectos comerciales; y (vi) proveer asistencia técnica en la capacitación y desarrollo de gerentes maoríes en proyectos comerciales. La idea es apoyar el desarrollo económico maorí identificando y promoviendo oportunidades en áreas de estudios de factibilidad, investigación de mercado, servicios de consultoría, entrenamiento y mejora de capacidades; y gerenciamiento post-préstamo. El costo de dicho apoyo es generalmente compartido entre el PT y sus clientes. E;l PT fue establecido para complementar la misión original de la MDC y está cumpliendo un rol muy valioso. Recibe un flujo constante de solicitudes de apoyo para llevar a cabo estudios de factibilidad para empresas maoríes nuevas y en desarrollo, y prácticamente la única entidad que lleva a cabo esta labor. [2:  Ver: http://www.poutama.co.nz/] 

2. Australia: Indigenous Business Australia (IBA)
Otra experiencia importante que se tuvo en cuenta en el diseño de la operación en Chile es la del Indigenous Business Australia (IBA)[footnoteRef:3], que se aprobó legalmente por el Parlamento australiano en 1989 y se estableció operativamente en 1990, sobre la base del Aboriginal and Torres Strait Islander (ATSI) Act de 2005, con la finalidad de lograr que la población originaria logre ser económicamente independiente  y parte integral de la economía australiana.  [3:  Originalmente conocido como el Aboriginal and Torres Strait Islander Commercial Development Corporation (CDC). En 2001 dicha entidad cambió su denominación a la actual, Indigenous Business Australia (IBA). Ver: http://www.iba.gov.au/] 

Para ello se estableció una facilidad financiera para negocios indígenas que busca otorgar a los indígenas el mismo acceso a financiamiento que el que tiene el resto de la población australiana, primero reconociendo que existen obstáculos específicos que impiden o dificultan el acceso de las comunidades indígenas al financiamiento y luego intentando remover dichos obstáculos de manera que los indígenas puedan crear riqueza, acumular activos y mejorar su situación socioeconómica. El IBA tiene programas para facilitar que los indígenas puedan adquirir viviendas, ser dueños de sus propios negocios, e invertir en emprendimientos comercialmente viables que les aseguren retornos financieros robustos. 
Al igual que en el caso de Nueva Zelanda, la idea es apoyar negocios que sean económicamente viables para ayudar a esta población a romper los lazos de dependencia de las transferencias gubernamentales y lograr un alto grado de independencia económica, promoviendo la autogestión y la autosuficiencia por parte de la población indígena, con un enfoque basado en negocios viables y no en ayudas sociales. Se procura también acercar a los inversionistas privados, estableciendo alianzas público-privadas y joint-ventures en beneficio de negocios indígenas, y recientemente se están realizando programas de desarrollo de proveedores enfocados a empresas indígenas que puedan ofertar bienes y servicios en el mercado. 
Asimismo, a partir de las modificaciones legales introducidas en 2001, se amplió el abanico de apoyos que podía ofrecer el IBA para incluir, además de los préstamos comerciales, los préstamos hipotecarios, garantías a préstamos privados, y apoyos no reembolsables para ayudar a establecer negocios indígenas. 
El IBA ha sido altamente exitoso a lo largo de estos años. Habiendo iniciado operaciones con un fondo de $10 millones, hoy en día sus activos netos superan los $1,100 millones, generando una transferencia de riqueza hacia las comunidades indígenas beneficiadas que de otra forma no hubiera ocurrido. En sus 25 años de operación, el IBA ha logrado desarrollar un profundo conocimiento específico sobre qué funciona mejor y qué no funciona en términos de desarrollo económico con esta población objetivo, y cuáles son los factores críticos de éxito para lograr una efectiva independencia económica para los grupos indígenas. Las evaluaciones del IBA muestran que más del 90% de los nuevos negocios apoyados seguían funcionando luego del primer año de haber sido apoyados, 79% luego de dos años y 68% después de tres años, muy por encima de los promedios internacionales, lo que muestra el éxito e impacto del modelo y el enfoque adoptado.
El IBA trabaja directamente con la población aborigen y dela isla Estrecho de Torres, facilitando su interacción con los sectores público y privado de Australia. Para ello, el IBA considera indispensable: (i) entender el contexto cultural, histórico y social en el que se trabaja, para asegurar la entrega de servicios de calidad y culturalmente apropiados de acuerdo a las prioridades de sus clientes; (ii) construyendo y demostrando respeto y confianza en todas sus actividades con la población indígena; (iii) formando alianzas de largo plazo entre sus clientes, el sector público, las ONGs, y el sector privado; (iv) brindando asistencia técnica específica para incrementar la capacidad y experiencia de negocios de sus clientes; (v) identificando y promoviendo estrategias y actividades efectivas, basadas en la retroalimentación directa de sus clientes, la investigación y evaluación de los programas; (vi) brindando asistencia a otras organizaciones, empresas, y agencias en la obtención de resultados en su trabajo con la población indígena; y (vii) atrayendo e incorporando al IBA trabajadores aborígenes e isleños del Estrecho de Torres[footnoteRef:4] y proporcionando un ambiente cultural de trabajo que apoye a todos sus empleados. [4:  Actualmente un 25% de los empleados del IBA proviene de estas comunidades.] 

Recientemente, el gobierno australiano adoptó un conjunto de Principios para la Inversión Indígena (Indigenous Investment Principles)[footnoteRef:5], que provee un nuevo marco para guiar la inversión en las comunidades aborígenes y los isleños del Estrecho de Torres, particularmente aquélla apoyada por el IBA. Dichos principios son especialmente relevantes porque muchos de ellos han sido a su vez adoptados en los protocolos de intervención del Componente I del programa de Chile.  [5:  Ver nota de prensa del 8 de diciembre de 2015 en: http://www.iba.gov.au/wp-content/uploads/20151208_MediaRelease_IndigenousInvestmentPrincipleslaunchedtoenableintergenerationalwealth.pdf] 

Los orígenes de estos principios se remontan al fórum “Rutas hacia la Prosperidad” facilitado por el IBA en diciembre de 2013, en el cual participaron representantes de 8 organizaciones indígenas de todo Australia. En dicho fórum se compartieron conocimientos y experiencias sobre retos y oportunidades comunes que enfrentan sus respectivas organizaciones indígenas para establecer estrategias de gobernanza e inversión efectivas, y se acordó la necesidad de desarrollar un conjunto de Principios para la Inversión Indígena. En un foro de seguimiento llevado a cabo en 2014 denominado “Creciendo con Gobernanza”, un grupo más amplio de 22 organizaciones indígenas decidió establecer un grupo de trabajo para desarrollar un conjunto de propuestas de principios para la inversión indígena diseñados para atender las circunstancias específicas de las comunidades indígenas. 
El objetivo clave de los Principios para la Inversión Indígena es proporcionar un marco voluntario para que los indígenas australianos establezcan bases económicas sólidas, independientes y duraderas: “Los indígenas australianos estamos comprometidos a aumentar nuestras relaciones con la economía en todos los frentes, incluyendo las oportunidades de inversión. La efectiva participación económica y de mercado tiene un enorme potencial para promover comunidades fuertes en términos culturales, lingüísticos y ambientales, respetando la tierra, el agua y la herencia cultural de las cuales se originan las oportunidades financieras, y fortaleciendo las posibilidades para las generaciones presentes y futuras”[footnoteRef:6]. [6:  De los Principios para la Inversión Indígena. Para el detalle de dichos Principios, ver: http://www.iba.gov.au/wp-content/uploads/IB7158_IPP-brochure_FA4.pdf] 

Los objetivos rectores de dichos principios son: (i) Herencia Cultural: Proteger y preservar la herencia cultural de los indígenas australianos a través de la inversión exitosa en activos de las comunidades indígenas; (ii) Independencia Económica: Mejorar proteger y promover los intereses de los indígenas australianos a través del éxito en el logro de sus objetivos de inversión. Ello asegurará la independencia económica y el desarrollo social de las comunidades indígenas; (iii) Fortalecimiento de Capacidades: Desarrollar capacidades financieras y de negocios en las comunidades indígenas para contribuir a lograr prácticas de inversión sostenibles y exitosas y a la actividad comercial en general; (iv) Incrementar el Respeto en los Mercados: Fortalecer la confianza y el respeto con las contrapartes de negocio en los mercados financieros y no financieros, promoviendo la confianza y la inversión en las comunidades indígenas; y (v) Manejo de Riesgos: Demostrar una estructura de gobernanza transparente y adecuada que provea una implementación adecuada de recursos, estrategia comunicacional, controles operacionales, manejo de riesgos, y rendición de cuentas.
Estos Principios proveen un marco para: 
(i) considerar las circunstancias, aspiraciones y prioridades de cada comunidad indígena;
(ii) proveer información económica y financiera adecuada a cada comunidad, de manera que pueda realizar decisiones informadas sobre sus opciones de inversión, construyendo capacidades en forma activa cuando se requiera;
(iii) considerar las opciones de la comunidad para realizar valor de sus inversiones, así como los riesgos involucrados en cada opción. Estas incluyen opciones de corto plazo como pagos de emergencia o regulares que proveen retornos sociales pero no económicos; opciones de mediano plazo como empresas sociales que pueden proveer retornos sociales y económicos; y opciones de largo plazo como un portafolio diversificado diseñado para proveer retornos financieros y activos inter-generacionales  (por ejemplo, un  fondo educativo que provee retornos sociales de largo plazo);
(iv) desarrollar Reglas de Propósito y Gasto para las inversiones, basadas en una buena comprensión de las distintas opciones;
(v) crear un sistema de gobernanza robusto, con autoridad para la toma de decisiones, reportando los avances regularmente a la comunidad, y que sea capaz de responder a las circunstancias cambiantes;
(vi) delegar autoridad a un cuerpo experto, como un Comité de Inversión, para implementar la estrategia de inversión, gerenciar las inversiones de la comunidad, y reportar en forma regular al grupo de gobernanza y a la comunidad; y
(vii) considerar, reportar y responder regularmente a los riesgos.

3. Canadá: BDC - The Aboriginal Banking Department; Indian Oil and Gas Canada y el First Nations Clean Energy Fund
En Canadá existen varios instrumentos de apoyo al desarrollo productivo de las comunidades indígenas. Uno de los más importantes es el Departamento de Banca Indígena creado en 1996 como parte del Business Development Bank of Canada (BDC)[footnoteRef:7], reestructurado el año anterior (1995) a partir del Federal Business Development Bank (FBDB). Dicha reestructuración permitió al BDC llenar vacíos en el mercado de préstamos en Canadá, abarcando áreas consideradas no suficientemente cubiertas por el sector privado, incluyendo las comunidades indígenas. Luego, en 2001, el BDC creó la División de Banca Indígena, con una red de consultores de negocios indígenas y desarrolló una serie de servicios de consultoría específicos para este mercado. El BDC estima que, basado en datos censales del Census Canada, actualmente hay más de 27 mil empresarios indígenas en Canadá, es decir, un 30% más que en el periodo 1996-2001.  [7:  Ver: www.bdc.ca] 

Para atender este creciente número de emprendimientos indígenas, el BDC creó el Fondo de Desarrollo Empresarial Indígena, que provee tanto financiamiento como entrenamiento en negocios y mentoría a las comunidades indígenas. Dicho Fondo es manejado conjuntamente con las organizaciones comunitarias indígenas, para proveer acceso a financiamiento a emprendimientos indígenas que de otra forma no calificarían para préstamos. Asimismo, ha creado una ventanilla de financiamiento para start-ups y emprendimientos indígenas existentes denominado Capital de Crecimiento para Emprendimientos Indígenas, de un volumen mayor que la ventanilla anteriormente descrita, con préstamos de hasta $100,000 para negocios existentes. Este apoyo se ofrece también en conjunto con mentoría y asesoría empresarial por los primeros dos años después de aprobado el préstamo. 
Otro instrumento es el Indian Oil and Gas Canada (IOGC)[footnoteRef:8], una organización creada en 1987 para manejar y regular los recursos de petróleo y gas en las reservas de las naciones originarias, especialmente en la provincia de Alberta. El IOGC es una agencia especializada dentro del Aboriginal Affairs and Northern Development Canada. El IOGC, cuyo personal es en un 50% de origen indígena, tiene como responsabilidades principales: (i) identificar y evaluar los recursos de gas y petróleo potenciales en las reservas indígenas (creadas por tratado con el gobierno canadiense); (ii) fomentar que las empresas exploren, perforen y produzcan estos recursos a través de actividades de leasing; (iii) asegurar una producción equitativa, precios justos y una adecuada recaudación de los royalties en beneficio de las comunidades indígenas; y (iv) asegurar el cumplimiento y administración del marco regulatorio de una forma adecuada. El IOGC es totalmente financiado por el gobierno canadiense, y no se cobra comisión por su operación a las comunidades indígenas. Su directiva incluye miembros de las comunidades indígenas, de la industria de hidrocarburos, y del gobierno. Actualmente maneja contratos activos con más de 50 comunidades indígenas. IOGC brinda asesoría a las comunidades indígenas en todas las etapas del manejo de los recursos, y asegura el cumplimiento con todos los estándares ambientales en todas las etapas de exploración, desarrollo, producción  y cese de actividades. Todos los ingresos recaudados por el IOGC por cuenta de las comunidades indígenas a lo largo de todo el ciclo de vida del acuerdo se depositan en cuentas de fideicomisos regionales. Las comunidades pueden aplicar al Aboriginal Affairs and Northern Development Canada para tener acceso a dichos recursos para llevar a cabo proyectos de desarrollo comunitario y otros usos. [8:  Ver: www.pgic-iogc.gc.ca] 

Finalmente, el First Nations Clean Energy Business Fund (FNCEBF)[footnoteRef:9], promueve una mayor participación de las comunidades indígenas en el sector de energías limpias dentro de sus territorios tradicionales y áreas adjudicadas por tratado. Este fondo busca lograr acuerdos entre el gobierno de la Provincia de British Columbia (B.C.) y postulantes a fondeo para fortalecimiento de capacidades y fondos de capital para proyectos ubicados en la Provincia de British Columbia. También contempla acuerdos para compartir ganancias entre el Gobierno de la Provincia y las comunidades indígenas elegibles. El fondo para fortalecimiento de capacidades brinda asistencia técnica para estudios de factibilidad de proyectos de energía limpia, planificación energética comunitaria y para llegar a acuerdos con proponentes de proyectos, incluyendo el análisis financiero de los proyectos potenciales, antes de tomar una posición de capital en un proyecto, y para determinar el potencial de proyectos dentro de sus territorios. Se otorga financiamiento de capital por hasta $500,000 para proyectos viables de energía limpia que tengan Acuerdos de Compra de Energía (Power Purchase Agreements - PPA). [9:  Ver: http://www2.gov.bc.ca/gov/content/environment/natural-resource-stewardship/consulting-with-first-nations/first-nations-clean-energy-business-fund] 

4. Estados Unidos: Alaska Native Corporations
Otro caso que se tuvo en cuenta para el diseño de la operación en Chile es el de las 13 Corporaciones de Desarrollo Indígenas de Alaska, establecidas en 1971 como entidades con fines de lucro para manejar los royalties o transferencias por parte del estado acordadas como parte de la Alaska Native Claims Settlement Act (ANCSA) aprobada por el Congreso de los EE.UU. en el que se acordaron las compensaciones para los indígenas en ese estado. Dichas compensaciones se aprobaron en un contexto de marcado activismo indígena y presión por parte de las empresas petroleras para calmar la situación y generar un ambiente que permitiera la construcción del oleoducto trans-Alaska, luego de que vastas reservas de hidrocarburos fueran descubiertas en 1968. La ley asignó 44 millones de acres para que sean divididos entre 12 Corporaciones Indígenas Regionales[footnoteRef:10], las cuales a su vez contienen un total de alrededor de 220 Corporaciones Comunitarias, como una forma de llegar a un acuerdo sobre disputas de larga data por parte de los indígenas de Alaska y brindarles oportunidades de desarrollo económico. A los indígenas residentes en Alaska se les asignó las acciones en dichas Corporaciones, ya que ellos son sus propietarios. En 1975 se formó una corporación adicional para representar a los nativos de Alaska que residían fuera del estado. Las Corporaciones Comunitarias son dueñas de las superficies que les fueron asignadas, mientras que las Corporaciones Regionales son las dueñas de los recursos del subsuelo. En 1986 el Congreso de los EE.UU. aprobó legislación permitiendo a las Corporaciones participar en el programa para negocios en desventaja del Small Business Administration (SBA), que reserva contratos federales para empresas cuyos dueños pertenecen a minorías o tienen otro tipo de desventaja, ampliándose posteriormente esos beneficios en aspectos tales como eliminar los montos máximos de los contratos o permitir asignación directa de los mismos. Al comienzo, varias de las Corporaciones tuvieron problemas de sostenibilidad financiera, hasta los 1980s y 1990s, en que el enfoque fue más bien de reparto social. Sin embargo, luego se recuperaron, conforme mejoró su administración y se adoptó un enfoque más centrado en los negocios y el desarrollo sostenible.  Hoy en día tienen un volumen muy grande de operaciones en Alaska y el mundo, con una fuerza laboral que va de 500 empleados en una Corporación a casi 11,000 en la más grande, constituyendo empresas que se encuentran entre las más grandes del estado y entre los mayores empleadores de Alaska[footnoteRef:11]. Además, las Corporaciones Regionales son las más grandes propietarias de tierras en Alaska. Aunque las Corporaciones Regionales deben pagar dividendos anuales a sus propietarios indígenas, también invierten en proyectos de desarrollo económico y social y para la preservación cultural de sus comunidades, en alianza con más de 200 Corporaciones Indígenas Comunitarias. Antes de este acuerdo, las comunidades indígenas estaban afectadas seriamente por la temporalidad del empleo, altas tasas de desempleo y gran dependencia en subsidios del gobierno. El desarrollo de los recursos naturales bajo sus tierras ofrece a las comunidades indígenas la oportunidad de desarrollar sus recursos, generar empleos bien remunerados y estables, diversificar su economía y otros beneficios económicos para las comunidades indígenas. Como no todas las regiones tienen el mismo potencial de recursos, ANCSA contiene una provisión para compartir un 70% de la riqueza generada en cada corporación, tanto por los recursos forestales como los del subsuelo, y al menos el 50% de los ingresos deben ser repartidos a las comunidades, de manera que los beneficios se distribuyan de forma más o menos equitativa entre los indígenas de las distintas regiones. A la fecha, las Corporaciones han recibido más de US$11,300 millones desde su creación, y los negocios de las Corporaciones se están expandiendo rápidamente, por lo que esta se considera quizá la experiencia más exitosa de desarrollo socioeconómico de las minorías indígenas de los EE.UU.  [10:  En la medida de lo posible, los límites de cada región se establecieron para conformarlas por indígenas con una cultura común e intereses similares.]  [11:  En total emplean a 58,000 personas, 16,000 de las cuales están en Alaska. Ver: http://www.rdcarchives.org/issues/nativecorporations/overview.html
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Lecciones Aprendidas de las Experiencias Internacionales consideradas.
Existen muchas lecciones que se derivan de las experiencias internacionales anteriormente mencionadas, y que fueron tomadas en cuenta para el desarrollo del Programa de Desarrollo y Empresarización Indígena  de Chile. Entre las principales se pueden mencionar las siguientes:
· Importancia de la consulta previa con las comunidades indígenas y que la toma de decisiones por parte de éstas sobre los proyectos productivos sea voluntaria, libre e informada. 
· Se debe contar con el consenso y consentimiento previo por parte de los líderes y miembros de las comunidades para que los esquemas de inversión se puedan viabilizar.
· Resulta clave entender el contexto cultural, histórico y social de las comunidades indígenas con las que se trabaja, para asegurar la entrega de servicios de calidad y culturalmente apropiados de acuerdo a sus prioridades, construyendo gradualmente confianza y demostrando respeto hacia la población indígena en todas las actividades del programa.
· Debe existir un marco legal y regulatorio apropiado en el cual se enmarquen las políticas de desarrollo productivo en favor de las comunidades indígenas. En el caso de Chile, existe una ley indígena recientemente aprobada, y además el país ratificó el Convenio 169 de la OIT sobre consulta previa a las comunidades indígenas, que ahora forma parte del marco legal chileno.
· Tener un enfoque claro de negocios es clave. Hay que distinguir entre los objetivos sociales y distributivos y los de desarrollo económico, enfocados en la generación sostenible de riqueza.
· Los proyectos deben tener un esquema de gobernanza claro y que sea aceptable tanto para las comunidades indígenas como para los inversionistas privados que se asocien a los proyectos.
· Importancia de contar con un ciclo de vida de los proyectos, y de definir previamente cómo se van a repartir los beneficios entre los socios comunitarios
· Para que se tenga un impacto que cambie la vida de las comunidades indígenas se requiere financiar proyectos de cierta envergadura que sean capaces de dar empleo y generar utilidades. Además, el apoyo se debe dar a grupos organizados en empresas en torno a negocios para los cuales se haya identificado una demanda efectiva.
· No basta otorgar financiamiento: el éxito a mediano y largo plazo de los proyectos depende de que exista un clima favorable para la inversión en las comunidades indígenas, y que éstas se capaciten adecuadamente en los aspectos principales relacionados con la sostenibilidad económica, financiera y socio-ambiental de los proyectos. 
· Los financiamientos deben por tanto estar acompañados por otros servicios de apoyo y asesoría técnica no financieros, enfocados en la formulación de los distintos aspectos requeridos para viabilizar los proyectos y el contar con planes de negocios comercialmente viables. 
· Asimismo, las ayudas deben enfocarse en el análisis de viabilidad financiera, económica y socio-ambiental de los proyectos, así como en la formación de capital humano y el entrenamiento de los inversionistas indígenas en aspectos centrales técnicos y financieros de los negocios a ser apoyados.
· El apoyo por parte del gobierno debe centrarse en proveer un marco que posibilite atraer nuevas inversiones privadas, tanto por parte de las comunidades indígenas como por socios externos. 
· El gobierno puede jugar un rol facilitador clave, posibilitando el acceso al crédito para proyectos que si bien serían económicamente viables, por estar ubicados en territorios indígenas tienen una desventaja con respecto al acceso al crédito y la inversión productiva.
· Los proyectos deben ser autosostenibles, y no depender de subsidios o ayudas gubernamentales para garantizar su viabilidad en el tiempo.
· Es clave que los proyectos puedan tener colateral para ser sujeto de financiamiento, ya sea por los activos que forman parte de la propiedad de las comunidades o mediante esquemas de garantías que posibiliten el acceso al financiamiento y a inversiones privadas por parte de las comunidades.
· Estas son intervenciones de largo plazo, que requieren un periodo de maduración y aprendizaje que a veces puede tomar tiempo. Incluso al comienzo puede haber problemas de viabilidad de los proyectos, en tanto las entidades de apoyo gubernamentales como las comunidades indígenas aprenden cuáles son las mejores estrategias para llevar a cabo proyectos que sean social, ambiental y económicamente sostenibles en el tiempo. Por tanto, debe haber perseverancia en el apoyo, pero con la capacidad de aprender de los resultados que se tienen de la implementación de los proyectos, para lo cual es importante contar con mecanismos de evaluación y retroalimentación del diseño de políticas en forma permanente.
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